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COMPROBANTES FISCALES DIGITALES POR INTERNET (CFDI). NO 

PUEDEN EXPEDIRSE, NI ENTREGARSE SU REPRESENTACIÓN IMPRESA AL 

MOMENTO EN QUE SE REALIZA LA OPERACIÓN QUE LES DA ORIGEN. 

 

De la interpretación conjunta y sistemática de los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la 

Federación, así como 39 de su reglamento, que regulan la expedición de los comprobantes 

fiscales digitales por Internet (CFDI), se colige que no pueden expedirse, ni entregarse su 

representación impresa al momento en que se realiza la operación que les da origen. Lo 

anterior es así, pues acorde con el primero de los preceptos citados, cuando las leyes fiscales 

establezcan la obligación de expedir comprobantes fiscales por los actos o actividades que 

realicen, por los ingresos que se perciban o por las retenciones de contribuciones que 

efectúen, los contribuyentes deberán emitirlos mediante documentos digitales a través de la 

página de Internet del Servicio de Administración Tributaria y, en cuanto a la emisión de 

dichos documentos digitales, el propio artículo (fracción I) dispone que los contribuyentes 

deben contar previamente con un certificado de firma electrónica avanzada vigente y tramitar 

ante la autoridad mencionada el certificado para el uso de los sellos digitales (fracción II). 

Asimismo, en su fracción IV, en relación con el numeral 39 aludido, señala que debe 

remitirse al Servicio de Administración Tributaria o a un proveedor de certificación 

autorizado, antes de su expedición, el CFDI respectivo mediante los mecanismos digitales 

que para tal efecto determine ese órgano desconcentrado por medio de reglas de carácter 

general, con el objeto de que proceda a: i) validar el cumplimiento de los requisitos 

establecidos en el artículo 29-A indicado; ii) asignar el folio del comprobante fiscal digital; 

e, iii) incorporar el sello digital del Servicio de Administración Tributaria. Así, antes de 

expedir un CFDI, deben llevarse a cabo los tres pasos descritos, dentro de las veinticuatro 

horas siguientes a que se generó la operación y, hecho lo anterior, deberá entregarse o ponerse 

a disposición del cliente, a través de los medios electrónicos que disponga la autoridad 

señalada mediante reglas de carácter general, el archivo electrónico del comprobante fiscal 

y, cuando sea solicitado por el cliente, su representación impresa. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 



Amparo directo 351/2017. Venta de Boletos por Computadora, S.A. de C.V. 15 de febrero 

de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco 

Antonio Pérez Meza. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RENTA. EL PÁRRAFO SEXTO DEL ARTÍCULO 106 DE LA LEY DEL 

IMPUESTO RELATIVO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA 

POR NO IDENTIFICAR EN FORMA ESPECÍFICA LA "DOCUMENTACIÓN 

COMPROBATORIA" A TRAVÉS DE LA CUAL SE ACREDITE QUE LOS 

RECURSOS RECIBIDOS PARA REALIZAR GASTOS POR CUENTA DE UN 

TERCERO, EFECTIVAMENTE SE DESTINARON A LA FINALIDAD 

ENCOMENDADA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 

2013). 

 

El artículo 106 de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece el deber de las personas físicas 

residentes en México de pagar el impuesto sobre la renta, respecto de los diversos tipos de 

ingresos y, en su sexto párrafo, señala que se consideran ingresos obtenidos las cantidades 

percibidas para efectuar gastos por cuenta de terceros, salvo que dichos gastos sean 

respaldados con documentación comprobatoria a nombre de aquél por cuenta de quien se 

efectúa el gasto; al respecto, dicho párrafo no viola el principio de seguridad jurídica, por el 

hecho de que no precise qué debe entenderse por "documentación comprobatoria", ya que de 

la interpretación sistemática de los artículos 31, fracción III, 106 y 121, fracción IV, de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta, así como 35 del Reglamento de esa ley, vigente hasta el 8 

de octubre de 2015, se obtiene la identificación de los tipos de documentos susceptibles de 

demostrar que las cantidades entregadas por un tercero para realizar erogaciones a su nombre 

corresponden a ese concepto, con lo cual, se genera certeza jurídica a los contribuyentes que 

tributan bajo el Título IV de ese ordenamiento en cuanto a los medios de prueba que podrán 

ofrecer para acreditar que los recursos correspondientes fueron percibidos y destinados para 

realizar erogaciones a nombre y cuenta de un tercero y, por tanto, que no se trata de ingresos 

acumulables para el contribuyente. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo directo en revisión 2375/2017. Eduardo Estrada Hernández. 7 de marzo de 2018. 

Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 



José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 

Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 

Arreygue. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 9 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL 

SEÑALAR QUE LAS PERSONAS MORALES DEBERÁN CALCULAR EL 

TRIBUTO APLICANDO AL RESULTADO FINAL OBTENIDO EN EL 

EJERCICIO LA TASA DEL 30%, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 

IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. 

 

Mediante el artículo 21, fracción I, punto 6, inciso a), de la Ley de Ingresos de la Federación 

para el ejercicio fiscal de 2013, se dispuso que para 2014 se aplicaría la tasa del 29% para el 

impuesto sobre la renta respecto de las personas morales; sin embargo, el artículo 9 de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de 

diciembre de 2013, en vigor a partir del 1 de enero de 2014, dispone que las personas morales 

deberán calcular el tributo mencionado aplicando al resultado fiscal obtenido en el ejercicio 

la tasa del 30%. Entonces, la variación entre la tasa prevista en uno y otro ordenamientos no 

viola el principio de irretroactividad de la ley contenido en el artículo 14 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues es criterio reiterado de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación que el legislador cuenta con un amplio margen para configurar y crear 

el sistema tributario, lo cual le permite modificar los elementos de los tributos en forma libre, 

a condición de atender a los principios tributarios de equidad y proporcionalidad. Además, 

en materia tributaria los contribuyentes no adquieren derechos para tributar de manera 

indefinida y permanente de la misma forma; por ende, la decisión del legislador de aumentar 

las contribuciones establecidas, eliminar determinados regímenes fiscales o modificar los 

elementos esenciales de un tributo hacia el futuro no implica, por sí misma, afectar 

situaciones anteriores o la transgresión de derechos adquiridos por los contribuyentes, pues 

los gobernados no incluyen en su esfera jurídica la posibilidad de contribuir para siempre en 

un modo o forma inmutable. 

 

SEGUNDA SALA 

 



Amparo en revisión 1258/2017. Grupo Perfer, S.A. de C.V. 21 de febrero de 2018. Cinco 

votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier 

Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
 

 

Tesis: 2a./J. 

33/2018 (10a.)  
Semanario Judicial de la Federación  Décima Época  

2016657        37 

de 89  

Segunda Sala  
Publicación: viernes 20 de abril de 

2018 10:24 h  
 Jurisprudencia 

(Administrativa)  

NOTIFICACIONES. LAS DE DIVERSAS RESOLUCIONES O CRÉDITOS 

FISCALES EFECTUADAS CON LA MISMA PERSONA, POR EL MISMO 

ACTUARIO Y EN EL PROPIO LUGAR SON LEGALES. 

 

El contenido de los artículos 134 a 137 y 139 del Código Fiscal de la Federación constituye 

un sistema que establece la forma en que deben practicarse las notificaciones fiscales, y en 

su conjunto establecen los elementos que deben cumplir las notificaciones personales, a fin 

de que el gobernado tenga la certeza jurídica que establecen los preceptos 14 y 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En ese sentido, las notificaciones de 

diversas resoluciones o créditos fiscales efectuadas con la misma persona, por el mismo 

actuario y en el propio lugar son legales, siempre que reúnan los demás requisitos que exige 

la ley, cuya circunstanciación se realice en cualquiera de las formas siguientes: a) en diversos 

citatorios y/o actas que contengan la misma hora; b) mediante un citatorio y/o acta para cada 

una que contengan distinta hora, entre sí; y, c) en un mismo citatorio y/o acta se notifiquen 

diversas resoluciones o créditos fiscales en única hora. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Contradicción de tesis 326/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 

Primero en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, y Segundo de 

Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. 21 

de febrero de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 

Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 

Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María del Carmen Alejandra 

Hernández Jiménez.  

Tesis y criterio contendientes:  



Tesis VII.2o.(IV Región) 13 A, de rubro: "NOTIFICACIONES PERSONALES EN 

MATERIA FISCAL. EL HECHO DE QUE EN LA RAZÓN LEVANTADA POR EL 

NOTIFICADOR SE ESTABLEZCA QUE DOS O MÁS DE DICHAS DILIGENCIAS SE 

PRACTICARON AL MISMO CONTRIBUYENTE Y A LA MISMA HORA, TRAE 

COMO CONSECUENCIA SU INVALIDEZ, AL NO EXISTIR CERTEZA DE CUÁL DE 

ELLAS SE REALIZÓ EN EL MOMENTO QUE CONSIGNAN.", aprobada por el 

Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con 

residencia en Xalapa, Veracruz, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, diciembre de 2010, página 1784, y  

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del 

Décimo Noveno Circuito, al resolver el amparo directo 226/2016.  

Tesis de jurisprudencia 33/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del catorce de marzo de dos mil dieciocho. 

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 326/2016. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 23 de abril de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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CADUCIDAD DEL REGISTRO DE UNA MARCA. EL INTERÉS JURÍDICO QUE 

OTORGA EL OFICIO DE ANTERIORIDAD ES SUFICIENTE PARA 

ACREDITAR LA LEGITIMACIÓN PARA SOLICITARLA, NO OBSTANTE QUE 

EL INSTITUTO MEXICANO DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL ADVIERTA, 

COMO IMPEDIMENTO, LA EXISTENCIA DE UNA MARCA DECLARADA 

FAMOSA. 

 

El interés jurídico que otorga la solicitud de registro de una marca para pedir la caducidad de 

otra que es similar y le resulta oponible por ser anterior, es suficiente para otorgarle 

legitimación en relación con dicha solicitud de caducidad, cuando además del registro 

marcario citado como anterioridad se advierte como impedimento una marca declarada 

famosa. Lo anterior, en virtud de que la acreditación de la legitimación no está condicionada 

a que no haya un impedimento como lo es la existencia de una marca famosa, sino que el 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial debe resolver si procede o no declarar la 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=27754&Clase=DetalleTesisEjecutorias


caducidad de un registro marcario, cuando quien la solicita acredite ser quien pidió ante él la 

inscripción de un registro marcario al que aquél le reviste una anterioridad; análisis que 

deberá realizar de manera desvinculada en relación con los diversos impedimentos que se 

actualicen, como la existencia de una marca famosa, máxime que los procedimientos de 

caducidad y declaratoria de fama deben estudiarse de forma independiente, a efecto de evitar 

un círculo vicioso que tuviera como consecuencia no permitir que se eliminaran uno a uno 

los obstáculos señalados por la autoridad marcaria. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 24/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 

Primero, Quinto y Décimo Quinto, y Décimo Séptimo, todos en Materia Administrativa del 

Primer Circuito. 21 de noviembre de 2017. Mayoría de diecinueve votos de los 

Magistrados: José Ángel Mandujano Gordillo, Joel Carranco Zúñiga, María Antonieta 

Azuela Güitrón, Osmar Armando Cruz Quiroz, María Alejandra de León González, Marco 

Antonio Bello Sánchez, Francisco Paniagua Amézquita, Ricardo Olvera García, Roberto 

Rodríguez Maldonado, Sergio Urzúa Hernández, Alfredo Enrique Báez López, Jesús 

Alfredo Silva García, Arturo César Morales Ramírez, Emma Gaspar Santana, Ernesto 

Martínez Andreu, Amanda Roberta García González, Juan Carlos Cruz Razo, Hugo 

Guzmán López y Ma. Gabriela Rolón Montaño. Disidente: Irma Leticia Flores Díaz. 

Ponente: Ernesto Martínez Andreu. Secretaria: Gaby Yamilett Muñoz Herrera.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver el amparo directo 133/2016, el sustentado por el Quinto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 

131/2016; el sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 362/2016, y el diverso 

sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito, al resolver el amparo directo 114/2016.  

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del 

similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta 

tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 24/2017, resuelta por el 

Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito.  

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 24/2017. 

Votos  

42713 

 

Esta tesis se publicó el viernes 02 de marzo de 2018 a las 10:05 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=27655&Clase=DetalleTesisEjecutorias
https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=42713&Clase=VotosDetalleBL


lunes 05 de marzo de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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DEMANDA LABORAL. EL DEMANDADO NO ESTÁ OBLIGADO A 

CONTESTARLA, SI PREVIAMENTE EL ACTOR NO LA RATIFICA O SI LA 

AUTORIDAD RESPONSABLE NO LA TIENE POR RATIFICADA DE OFICIO. 

 

Del artículo 878 de la Ley Federal del Trabajo, en su texto anterior a la reforma publicada en 

el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2012, se advierte que cuando en la 

etapa de demanda y excepciones de la audiencia de ley, el actor en el primer uso de la voz se 

limita a objetar la personalidad de quien comparece en representación de la demandada, no 

ratifica previamente su demanda, ni la autoridad responsable la tiene por ratificada de oficio, 

y el demandado se limita a contestar el incidente de falta de personalidad formulado por el 

actor, no puede tenérsele a este último por contestada la demanda en sentido afirmativo, pues 

en un razonamiento lógico y jurídico y en atención al orden establecido en ese precepto, el 

demandado no está obligado a contestar la demanda que aún no ha expuesto el trabajador. 

 

PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 4/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero 

y Segundo, ambos en Materia de Trabajo del Segundo Circuito. 7 de junio de 2017. 

Unanimidad de cinco votos de los Magistrados Enrique Munguía Padilla, José Luis 

Guzmán Barrera, Alejandro Sosa Ortiz, Arturo García Torres y Raúl Valerio Ramírez. 

Ponente: José Luis Guzmán Barrera. Secretario: Raúl Díaz Infante Vallejo.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo 

Circuito, al resolver los amparos directos 425/2005 y 58/2006, y el diverso sustentado por 

el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, al resolver el 

amparo directo 1406/2015.  

Nota: Por resolución de 6 de diciembre de 2017, emitida por el Pleno en Materia 

Administrativa del Segundo Circuito en el expediente de aclaración de sentencia 

pronunciada en la contradicción de tesis 4/2016, se aclaró la tesis de jurisprudencia PC.II.L. 

J/3 L (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de marzo de 

2018 a las 10:12 horas, de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de marzo de 2018, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013, para 

quedar en los términos que aquí se establece. 



 
Ejecutorias  

Aclaración de sentencia pronunciada en la contradicción de tesis 4/2016. 

 

Esta tesis se republicó el viernes 9 de marzo de 2018 a las 10:12 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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CONTESTACIÓN A LA DEMANDA LABORAL. LA PARTE DEMANDADA NO 

ESTÁ OBLIGADA A FORMULARLA, SI PREVIAMENTE EL ACTOR NO 

RATIFICA LA MISMA O SI LA AUTORIDAD RESPONSABLE NO LO HACE DE 

OFICIO. 

 

De la lectura del artículo 878 de la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el treinta de 

noviembre de dos mil doce, se advierte que cuando en la etapa de demanda y excepciones de 

la audiencia de ley, el actor en primer uso de la voz no ratifica previamente la demanda, ni la 

autoridad responsable la tiene por ratificada de oficio, y el demandado se limita a contestar 

diversas cuestiones procesales, no puede tenérsele a este último por contestada la demanda 

en sentido afirmativo, pues en un sentido lógico y jurídico y atendiendo al orden establecido 

en ese artículo, el demandado no se encuentra obligado a contestar la demanda que aún no 

ha sido expuesta por el trabajador. 

 

PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 4/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero 

y Segundo, ambos en Materia de Trabajo del Segundo Circuito. 7 de junio de 2017. 

Unanimidad de cinco votos de los Magistrados Enrique Munguía Padilla, José Luis 

Guzmán Barrera, Alejandro Sosa Ortiz, Arturo García Torres y Raúl Valerio Ramírez. 

Ponente: José Luis Guzmán Barrera. Secretario: Raúl Díaz Infante Vallejo.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo 

Circuito, al resolver los amparos directos 425/2005 y 58/2006, y el diverso sustentado por 

el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, al resolver el 

amparo directo 1406/2015.  

Nota: Por resolución de 6 de diciembre de 2017, emitida por el Pleno en Materia de Trabajo 

del Segundo Circuito en el expediente de aclaración de sentencia pronunciada en la 

contradicción de tesis 4/2016, se aclararon esta tesis de jurisprudencia y la ejecutoria 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=27678&Clase=DetalleTesisEjecutorias


relativa, para quedar redactadas como aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 9 de marzo de 2018 a las 10:12 horas. 

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 4/2016. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 09 de marzo de 2018 a las 10:12 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 12 de marzo de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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CONGELAMIENTO DE CUENTAS BANCARIAS DE UNA PERSONA MORAL. 

ES IMPROCEDENTE CONCEDER LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL 

AMPARO PROMOVIDO EN SU CONTRA, CUANDO NO SE ENCUENTRE EN 

LA LISTA DE PERSONAS BLOQUEADAS, EMITIDA POR LA UNIDAD DE 

INTELIGENCIA FINANCIERA DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y 

CRÉDITO PÚBLICO, PERO SÍ SU APODERADO. 

 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público cuenta con la facultad de emitir disposiciones 

de carácter general para establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, 

omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de 

cualquier especie para la comisión de los delitos de terrorismo, terrorismo internacional y 

operaciones con recursos de procedencia ilícita; asimismo, a través de la Unidad de 

Inteligencia Financiera pondrá a disposición de las instituciones de crédito, a través de la 

Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la lista de personas bloqueadas y sus 

actualizaciones, a efecto de que las instituciones de crédito adopten e implementen 

mecanismos que permitan identificar a los clientes o usuarios que se encuentren dentro de 

esa lista, a cualquier tercero que actúe en su nombre o por su cuenta, y aquellas operaciones 

que hayan realizado, realicen o que pretendan realizar; así como para que suspendan de forma 

inmediata tales actos, operaciones o servicios con dichos clientes o usuarios con la finalidad 

de prevenirlos y detectarlos. Ahora bien, si por cliente se entiende cualquier persona física o 

moral o fideicomiso que, directamente o por conducto de algún comisionista contratado por 

la entidad o institución de crédito respectiva, actúe en nombre propio o a través de mandatos 

o comisiones, que sea cuentahabiente de una institución de crédito o utilice, al amparo de un 

contrato, los servicios prestados por la institución de crédito o realice operaciones con ésta, 

resulta que esa denominación comprende a los apoderados de las personas morales, porque 

a pesar de que en dicho supuesto no actúa en nombre propio, sino a través de un mandato, 

que es precisamente uno de los supuestos a través de los que se puede identificar a los clientes 

de las instituciones de crédito, según se indica en la 2a. disposición, fracción II, inciso a), de 

las Disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 115 de la Ley de Instituciones 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=27676&Clase=DetalleTesisEjecutorias


de Crédito, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 20 de abril de 2009; lo que se 

corrobora porque las personas morales no son más que los medios o instrumentos para lograr 

ciertos fines, la mayoría de las veces de carácter económico, y tales fines no son sino los 

perseguidos por esas personas físicas, porque las personas morales o jurídicas se crean por la 

voluntad de una colectividad de personas físicas para propósitos específicos u objetivos 

comunes. De ahí que es improcedente conceder la suspensión provisional en el amparo 

promovido contra el bloqueo de cuentas bancarias de una persona moral que no se encuentra 

en la lista de personas bloqueadas emitida por la Unidad de Inteligencia Financiera de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, pero sí su apoderado, pues en el concepto de 

clientes de las instituciones de crédito se incluye cualquier persona física o moral o 

fideicomiso que, directamente o por conducto de algún comisionista contratado por la entidad 

o institución de crédito respectiva, actúe en nombre propio o a través de mandatos. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 8/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero 

y Cuarto, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 28 de noviembre de 2017. 

Mayoría de tres votos de los Magistrados Juan José Rosales Sánchez, Marcos García José y 

Juan Manuel Rochín Guevara, con voto de calidad del primero de los nombrados. Ausente: 

Tomás Gómez Verónica. Disidentes: René Olvera Gamboa, Elías H. Banda Aguilar y 

Óscar Naranjo Ahumada. Ponente: Juan Manuel Rochín Guevara. Secretaria: Cintlali 

Verónica Burgos Flores.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 

Circuito, al resolver la queja 54/2017 y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la queja 59/2017.  

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 8/2017. 

Votos  

42721 

 

Esta tesis se publicó el viernes 09 de marzo de 2018 a las 10:12 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 12 de marzo de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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RÉGIMEN DE INCORPORACIÓN FISCAL. CONFORME AL ARTÍCULO 111 DE 

LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 

ENERO DE 2014, ESTÁN EXCLUIDOS DE SU APLICACIÓN LOS 

CONTRIBUYENTES QUE HASTA ANTES DE SU VIGENCIA TRIBUTABAN 

CONFORME AL RÉGIMEN GENERAL DE PERSONAS FÍSICAS CON 

ACTIVIDADES EMPRESARIALES Y PROFESIONALES. 

 

En atención a la exposición de motivos del decreto por el que se expidió dicha legislación, el 

régimen de incorporación fiscal tiene por finalidad, entre otras, erradicar la informalidad que 

deriva, muchas veces, de la facilidad o dificultad en el cumplimiento del pago de 

contribuciones, así como sustituir los regímenes fiscales intermedio y de pequeños 

contribuyentes aplicables a las personas físicas con actividades empresariales por uno 

transitorio denominado de incorporación fiscal, tendente a que los sujetos pasivos inicien el 

cumplimiento de sus obligaciones fiscales en un esquema que les permita hacerlo fácilmente 

y, una vez que estén preparados, muden al régimen general. Atendiendo a esa finalidad y, 

sobre todo, a la naturaleza transitoria del régimen fiscal en comento, es claro que están 

excluidos de su aplicación los contribuyentes que hasta antes de su entrada en vigor 

tributaban conforme al régimen general de las personas físicas con actividades empresariales 

y profesionales. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Contradicción de tesis 273/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados en 

Materias Civil y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, Cuarto en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito, Primero en Materias Administrativa y Civil del Décimo 

Noveno Circuito y Décimo Tercero en Materia Administrativa del Primer Circuito. 31 de 

enero de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 

Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 

Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: 

Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 

Circuito, al resolver el amparo directo 477/2016, el sustentado por el Tribunal Colegiado en 

Materias Civil y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 

21/2016, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 

del Décimo Noveno Circuito, al resolver el amparo directo 527/2016, y el diverso 

sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver la revisión fiscal 147/2016.  

Tesis de jurisprudencia 18/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del catorce de febrero de dos mil dieciocho.  

 



Ejecutorias  

Contradicción de tesis 273/2017. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 09 de marzo de 2018 a las 10:12 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 12 de marzo de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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ESTÍMULO FISCAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 16, APARTADO A, 

FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL 

EJERCICIO FISCAL DE 2016. EL ANÁLISIS DE SU CONSTITUCIONALIDAD 

NO PUEDE LLEVARSE A CABO CONFORME A LOS PRINCIPIOS DE 

JUSTICIA TRIBUTARIA. 

 

El beneficio fiscal establecido en la norma citada se otorga a los contribuyentes que adquieran 

diésel para su consumo final y que sea para uso automotriz en vehículos destinados 

exclusivamente al transporte público y privado, de personas o de carga, así como el turístico, 

consiste en permitir el acreditamiento de un monto equivalente al impuesto especial sobre 

producción y servicios que las personas que enajenen diésel en territorio nacional hayan 

causado por la enajenación de este combustible, en términos del artículo 2o., fracción I, inciso 

D), numeral 1, subinciso c), de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, 

con los ajustes que, en su caso, correspondan, vigente en el momento en que se haya realizado 

la adquisición del diésel, por el número de litros adquiridos. Finalmente, el acreditamiento 

debe efectuarse contra el impuesto sobre la renta a cargo del contribuyente o en su carácter 

de retenedor correspondiente al mismo ejercicio en que se determine el estímulo, incluso en 

los pagos provisionales del mes en que se adquiera el diésel. De lo anterior se advierte que el 

estímulo fiscal citado no tiene relevancia impositiva pues es ajeno a los elementos esenciales 

del impuesto especial sobre producción y servicios -objeto, base, tasa o tarifa y época de 

pago- y, por tanto, ninguna trascendencia tiene en la capacidad contributiva ni en la 

determinación y monto del gravamen que debe pagarse, pues además es ajeno a la mecánica 

del tributo y, por tanto, el examen de su regularidad constitucional no puede efectuarse a la 

luz de los principios de justicia tributaria. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 511/2017. Gasolinera Tapatía, S.A. de C.V. y otra. 4 de octubre de 

2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando 

Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 

Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Hilda Marcela 

Arceo Zarza.  
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Amparo en revisión 1028/2017. Organización Autogas, S.A. de C.V. 10 de enero de 2018. 

Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 

Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se 

apartó de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Margarita Beatriz Luna 

Ramos. Secretaria: Hilda Marcela Arceo Zarza.  

Amparo en revisión 1000/2017. Combustibles Churumuco, S.A. de C.V. 17 de enero de 

2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 

Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 

I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima Alcayde Escalante.  

Amparo en revisión 273/2017. Combustibles Millenium, S.A. de C.V. 24 de enero de 2018. 

Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 

José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 

Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María Estela Ferrer Mac-

Gregor Poisot.  

Amparo en revisión 1029/2017. Combustibles Centauro, S.A. de C.V. 21 de febrero de 

2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 

Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 

I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: José Isaac Rangel Agüeros.  

Tesis de jurisprudencia 21/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del veintiuno de febrero de dos mil dieciocho. 

 
Ejecutorias  

Amparo en revisión 511/2017. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 09 de marzo de 2018 a las 10:12 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 12 de marzo de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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REVISIÓN FISCAL. DICHO RECURSO ES IMPROCEDENTE CONTRA LA 

SENTENCIA QUE DECLARA LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN QUE 

IMPONE UNA MULTA POR INCUMPLIR LA OBLIGACIÓN DE PRESENTAR 

LA DECLARACIÓN MENSUAL DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, DEBIDO A 

QUE DURANTE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DEL QUE DERIVÓ, 

LA DEMANDADA OMITIÓ REQUERIR AL CONTRIBUYENTE (APLICACIÓN 

DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 150/2010 Y 2a./J. 88/2011). 
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Las autoridades fiscales tienen a su alcance diversos medios para hacer cumplir sus 

determinaciones, entre ellos, el requerimiento para que se acate la obligación omitida, con la 

condición de que se emita de manera precisa y se señale el documento cuya obligación se 

exige; además, como todo acto administrativo, el requerimiento fiscal debe ajustarse a ciertas 

formalidades, como son: constar por escrito, señalar la autoridad que lo emite, el lugar y 

fecha de emisión, fundar y motivar la resolución, el objeto o propósito del requerimiento, la 

firma del servidor público competente y el nombre de la persona a la que vaya dirigido. En 

ese sentido, cuando las personas obligadas a presentar declaraciones, avisos y demás 

documentos no lo hacen dentro de los plazos señalados en las disposiciones fiscales, las 

autoridades pueden imponer la multa que corresponda mediante el requerimiento respectivo 

y, en caso de presentarse aquéllos, dará lugar a una exhibición extemporánea o, en su defecto, 

a un incumplimiento del requerimiento formulado, de conformidad con los artículos 33, 

fracción I, inciso d), 38 y 41 del Código Fiscal de la Federación. Por tanto, en los casos en 

que una Sala del Tribunal Federal de Justicia Administrativa declara la nulidad de la 

resolución que impone una multa por incumplir la obligación de presentar la declaración 

mensual del impuesto sobre la renta, debido a que durante el procedimiento administrativo 

del que derivó, la demandada omitió requerir al contribuyente, es inconcuso que en el fallo 

recurrido no se surten los requisitos de procedencia que para el recurso de revisión fiscal 

delimitó la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias 

2a./J. 150/2010 y 2a./J. 88/2011, al no existir un pronunciamiento de fondo, dado que lo 

resuelto no conduce a la declaración de un derecho ni a la inexigibilidad de una obligación, 

sino que sólo evidencia la carencia de ciertas formalidades elementales que debe revestir todo 

acto o procedimiento administrativo para ser legal. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 

55/2017. Subadministrador Desconcentrado Jurídico de la Administración Desconcentrada 

Jurídica de Baja California "2", en representación del Secretario de Hacienda y Crédito 

Público, del Jefe de Servicio de Administración Tributaria y de las autoridades 

demandadas, Administración Desconcentrada de Servicios al Contribuyente y 

Administración Desconcentrada de Recaudación, ambas de Tijuana, Baja California. 1 de 

febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Fabricio Fabio Villegas Estudillo. 

Secretaria: Cinthya Ivette Valenzuela Arenas.  

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 150/2010 y 2a./J. 88/2011, de rubros: "REVISIÓN 

FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL 

FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA QUE SÓLO DECLAREN LA 

NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO POR FALTA DE 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN." y "REVISIÓN FISCAL. ES 

IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 

JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA QUE SÓLO DECLAREN LA NULIDAD 

DEL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO POR VICIOS FORMALES EN 

CUALQUIERA DE LOS SUPUESTOS MATERIALES PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 

63 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO (APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 150/2010)." 



citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, Tomos XXXII, diciembre de 2010, página 694 y XXXIV, agosto de 2011, página 

383, respectivamente. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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(Civil)  

HONORARIOS POR SERVICIOS PROFESIONALES. LAS PERSONAS FÍSICAS 

O MORALES QUE EJERZAN LA ACCIÓN DE PAGO DERIVADA DE UN 

CONTRATO DE ESA NATURALEZA, AMPARADA EN EL ARTÍCULO 5o. DE 

LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, DEBEN ACREDITAR QUE QUIEN LOS 

EJECUTÓ SE ENCUENTRA FACULTADO PARA EL EJERCICIO DE LA 

PROFESIÓN RESPECTIVA. 

 

La Primera Sala del Máximo Tribunal del País estimó que debido a la naturaleza de la acción 

de pago derivada de un contrato de prestación de servicios profesionales, constituye un 

requisito sine qua non que se exhiba la cédula profesional o copia certificada de ésta por ser 

la prueba idónea y directa de que la persona puede ejercer la profesión respectiva, lo que 

deriva de la ejecutoria que dio origen a la jurisprudencia 1a./J. 16/2005, de rubro: 

"HONORARIOS. LA ACCIÓN DE PAGO DERIVADA DE UN CONTRATO DE 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES, REQUIERE PARA SU 

PROCEDENCIA QUE EL ACTOR EXHIBA LA CÉDULA PROFESIONAL QUE 

ACREDITE SU CALIDAD DE LICENCIADO EN DERECHO.". Ahora bien, aun cuando 

la jurisprudencia de mérito se refiere exclusivamente a la licenciatura en derecho, por 

identidad jurídica debe considerarse que el requisito enunciado es extensivo a cualquier 

profesión amparada en el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. Por tanto, las personas físicas o morales que ejerzan la acción descrita, deben 

acreditar que quien materialmente ejecutó los servicios cuya retribución reclama, se 

encuentra facultada para ejercer la profesión respectiva, aun cuando se trate de persona moral, 

pues es evidente que no puede prestar esos servicios per se, sino que lo realiza por medio de 

personas físicas. 

 

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 



Amparo directo 665/2017. 31 de octubre de 2017. Mayoría de votos. Disidente: Arturo 

Ramírez Sánchez. Ponente: María Concepción Alonso Flores. Secretario: Jorge Bautista 

Soria.  

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 16/2005 citada, aparece publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, abril de 2005, página 

290. 

 
Ejecutorias  

Amparo directo 665/2017. 

Votos  

42737 

 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. CUANDO DE LA DEMANDA DE AMPARO 

SE ADVIERTA QUE SE IMPUGNA EL MECANISMO IMPLEMENTADO PARA 

SU REGISTRO Y CONTROL, EL JUZGADOR DEBE ANALIZAR TODAS LAS 

DISPOSICIONES QUE INTEGRAN EL SISTEMA NORMATIVO RELATIVO, 

AUN CUANDO NO SE RECLAMEN PARTICULARIZADAMENTE, MÁXIME SI 

ALGUNA DE ÉSTAS SE DECLARÓ INCONSTITUCIONAL POR 

JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

 

De acuerdo con la tesis de jurisprudencia 2a./J. 134/2016 (10a.), de la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, los artículos 17-K, 28, 42, fracción IX y 53-B del 

Código Fiscal de la Federación -así como las diversas disposiciones que desarrollan su 

contenido- integran un sistema normativo para efectos de su impugnación mediante el juicio 

de amparo indirecto; de ahí que en los casos en los que del análisis integral de la demanda se 

advierta que lo que fundamentalmente se impugnó es el mecanismo implementado para el 

registro y control de la contabilidad electrónica de los contribuyentes, incluido el envío 

mensual de la información respectiva al Servicio de Administración Tributaria, debe 

entenderse que dicho reclamo se dirige al sistema normativo en su totalidad, que establece y 

regula ese mecanismo, aun cuando no se haya señalado expresa y específicamente como acto 

reclamado cada una de las disposiciones que lo constituyen, pues ello no resulta 

indispensable para emprender el estudio conducente. Esto es así, además, porque si el artículo 

76 de la Ley de Amparo impone la ineludible obligación de corregir el error u omisión en la 

cita de los preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, por mayoría de razón, 
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el órgano constitucional se encuentra facultado para analizar todas las disposiciones que 

integran el sistema normativo reclamado, aun cuando no hubiere sido debidamente expuesta 

la denominación de cada una de éstas, máxime cuando alguna se declaró inconstitucional 

mediante jurisprudencia del Más Alto Tribunal del País, pues en esa hipótesis, el Juez de 

amparo está constreñido a hacer prevalecer la Constitución, en términos de la jurisprudencia, 

de manera que, en ese supuesto, tiene el deber, además de suplir la queja deficiente -aun ante 

la ausencia de conceptos de violación o agravios-, en términos del artículo 79, fracción I, de 

la Ley de Amparo, de evitar la subsistencia de la aplicación de disposiciones declaradas 

inconstitucionales, así como de ejercer un prudente juicio de analogía, con el objeto de 

verificar la aplicabilidad directa del criterio definido por la jurisprudencia al caso, lo que no 

ocurre si mediante su actuación impide la plena eficacia de éste, ya que ello implicaría la 

violación de los derechos fundamentales tutelados por el orden jurídico. Estimarlo en forma 

contraria, conllevaría que el juzgador permitiera la subsistencia de la aplicación de una 

disposición declarada inconstitucional por el Alto Tribunal, bajo el único argumento de que 

no debe tenerla como acto reclamado por no haberse señalado expresa y particularizadamente 

su denominación en la demanda, pese a que a través de esta última se impugnó el sistema 

normativo al que aquélla pertenece. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE 

LA DECIMOPRIMERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN COATZACOALCOS, 

VERACRUZ. 

 

Amparo en revisión 358/2017 (cuaderno auxiliar 1056/2017) del índice del Tercer Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de 

Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, con residencia en 

Coatzacoalcos, Veracruz. Secretario de Hacienda y Crédito Público. 1 de febrero de 2018. 

Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo Cid García. Secretaria: Lorena Jaqueline Varela 

Castañeda.  

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 134/2016 (10a.), de título y subtítulo: "BUZÓN 

TRIBUTARIO, CONTABILIDAD Y REVISIONES ELECTRÓNICAS. LOS 

ARTÍCULOS 17-K, 28, 42, FRACCIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN QUE REGULAN ESAS FIGURAS JURÍDICAS, INTEGRAN UN 

SISTEMA NORMATIVO PARA EFECTOS DE SU IMPUGNACIÓN MEDIANTE EL 

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013)." citada, 

aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de octubre de 

2016 a las 10:28 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 

Época, Libro 35, Tomo I, octubre de 2016, página 691.  

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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DIVIDENDOS. NO PUEDEN CONSIDERARSE COMO INGRESOS 

ACUMULABLES NI CRÉDITOS PARA EFECTOS DEL CÁLCULO DEL AJUSTE 

ANUAL POR INFLACIÓN A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 47 DE LA LEY 

DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE 

DE 2013. 

 

Los dividendos constituyen el derecho en favor de una persona (socio) a recibir un beneficio 

económico derivado de las utilidades obtenidas y generadas por la empresa en la que 

participa, sin que ello implique que pueda considerarse como un crédito a su favor, pues no 

realiza erogación alguna para acceder al derecho referido -lo cual es la principal característica 

de los acreedores crediticios- sino que sólo se coloca en una situación pasiva para efectos del 

reparto de aquéllos; de ahí que, al margen de si fueron distribuidos o no, los dividendos no 

pueden considerarse como ingresos acumulables ni créditos para efectos del cálculo del 

ajuste anual por inflación a que se refiere el artículo 47 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 

abrogada, ya que dicho ajuste tiene por objeto principal el reconocimiento de la variación 

tanto positiva como negativa que sufre el patrimonio al establecer, según el caso, la 

obligación de acumular o la posibilidad de deducir el ajuste anual por inflación, reconociendo 

de esa forma el impacto positivo o negativo en aquél. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo directo en revisión 5222/2015. Banco Santander (México), S.A., Institución de 

Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander. 14 de febrero de 2018. Mayoría de cuatro 

votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 

González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 

Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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ESTÍMULOS FISCALES. EL ARTÍCULO 16, APARTADO A, FRACCIÓN III, DE 

LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN, PARA EL EJERCICIO FISCAL 

DE 2015, NO VULNERA EL DERECHO A LA IGUALDAD. 



 

El referido artículo al prever la posibilidad de devolución del impuesto especial sobre 

producción y servicios que se cause por la adquisición de diésel para la realización de 

actividades agropecuarias o silvícolas por parte de los consumidores finales, a las personas 

cuyos ingresos en el ejercicio inmediato anterior no hayan excedido de veinte veces el salario 

mínimo general, vigente en el área geográfica del contribuyente elevado al año, por un monto 

máximo de $747.69 (setecientos cuarenta y siete pesos 69/100 m.n.) mensuales por cada 

persona física; en tanto que quienes cumplan con sus obligaciones fiscales en términos de las 

del régimen de personas físicas con actividades empresariales y profesionales o en el régimen 

de incorporación fiscal, podrán solicitar la devolución de hasta $1,495.39 (mil cuatrocientos 

noventa y cinco pesos 39/100 m.n.) mensuales; no viola el derecho a la igualdad contenido 

en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que tal 

diferenciación persigue una finalidad constitucionalmente válida, adecuada para el logro de 

tal fin y, además, guarda una relación razonable con el objeto que se procura alcanzar. Lo 

anterior es así, pues las personas físicas que tributan en el régimen de actividades agrícolas, 

ganaderas, silvícolas y pesqueras, gozan de una serie de facilidades administrativas y 

beneficios fiscales, como la exención otorgada para efectos del impuesto sobre la renta por 

los ingresos provenientes de dichas actividades hasta por un monto de cuarenta veces el 

salario mínimo general elevado al año, en el ejercicio. Luego, al hacer un análisis conjunto 

de la Ley del Impuesto sobre la Renta y de la Ley de Ingresos de la Federación, ambas 

vigentes en 2015, se concluye que la devolución otorgada a las personas que tributan en el 

sector primario sólo será en caso de que los ingresos del ejercicio inmediato anterior no 

excedan de veinte veces el salario mínimo general, por lo que es claro que estas personas no 

pagaron el impuesto relativo, al no rebasar el límite establecido en la Ley del Impuesto sobre 

la Renta, por el beneficio de la exención que ésta les otorga. Por tanto, la exención 

mencionada sí es un elemento a considerar para efectos de otorgar un estímulo fiscal en 

menor medida que aquel que reciben las personas físicas que tributan en el régimen de 

actividades empresariales o de incorporación fiscal, pues las del régimen primario, no 

obstante que en el ejercicio inmediato anterior no contribuyeron al sostenimiento de las 

gastos públicos, al encontrarse exentas del pago de impuesto sobre la renta, podrán acceder 

a la devolución prevista en el artículo 16, apartado A, fracción III, de la Ley de Ingresos de 

la Federación para el ejercicio fiscal de 2015; cuestión que no resulta aplicable para las 

segundas. Por lo que es razonable que se otorgue el estímulo diferenciado dependiendo si 

son sujetos obligados al pago del impuesto sobre la renta o no. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo directo en revisión 2663/2017. Apolinar Fidel Hernández. 23 de agosto de 2017. 

Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 

Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar.  

Amparo directo en revisión 2750/2017. Agapita Mendoza Martínez. 13 de septiembre de 

2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 

Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 



Ponente y Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, en su ausencia hizo suyo el asunto 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud.  

Amparo directo en revisión 2437/2017. Luis Domínguez Albino. 4 de octubre de 2017. 

Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 

Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías 

Beraud.  

Amparo directo en revisión 3516/2017. Dionicio Sánchez Fermín. 4 de octubre de 2017. 

Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 

Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Alma Delia Virto Aguilar.  

Amparo directo en revisión 1358/2017. Catarina Mendoza Martínez. 18 de octubre de 

2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 

Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 

Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, al considerar que la autoridad recurrente carece 

de legitimación. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz 

Ventura.  

Tesis de jurisprudencia 18/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 

en sesión privada de catorce de marzo de dos mil dieciocho. 

 
Ejecutorias  

Amparo directo en revisión 1358/2017. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 26 de marzo de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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ESTÍMULO FISCAL. EL ARTÍCULO TERCERO, FRACCIONES II, III Y IV, DE 

LAS DISPOSICIONES DE VIGENCIA TEMPORAL DEL DECRETO DE 

REFORMAS A LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, PUBLICADO EN 

EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE NOVIEMBRE DE 2015, 

QUE LO PREVÉ, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 

 

El artículo citado al prever el beneficio consistente en efectuar la deducción inmediata de la 

inversión de bienes nuevos de activo fijo a los porcentajes establecidos en el citado numeral, 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=27701&Clase=DetalleTesisEjecutorias


en lugar de las previstas en los artículos 34 y 35 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 

deduciendo en el ejercicio en el que se adquieran los bienes, sólo a las empresas de menor 

escala y quienes inviertan en la creación y ampliación de infraestructura de transporte y en 

equipo utilizado en el sector energético, no vulnera el principio de equidad tributaria, en 

relación con los demás contribuyentes que hayan adquirido bienes nuevos de activo fijo. Lo 

anterior, en virtud de que para realizar el análisis diferenciador entre los sujetos a quienes 

está dirigido el estímulo de que se trata, respecto de los restantes sujetos que hayan adquirido 

bienes nuevos de activo fijo, no se requiere de una motivación reforzada, sino que el estudio 

distintivo debe ser laxo respecto a las razones expuestas por el legislador para el 

establecimiento de ese beneficio fiscal, a efecto de respetar la libertad de configuración de 

que goza en el marco de sus atribuciones en esa materia. El hecho de que tanto las empresas 

de menor escala y quienes inviertan en la creación y ampliación de infraestructura de 

transporte, y en equipo utilizado en el sector energético, como los demás contribuyentes, que 

hayan adquirido bienes nuevos de activo fijo pudieran encontrarse en igualdad de 

condiciones, en cuanto que ambos adquieren bienes nuevos de activo fijo, ello no implica 

que el legislador haya actuado en contravención al principio de equidad tributaria por limitar 

el beneficio fiscal sólo a las empresas de menor escala y quienes inviertan en la creación y 

ampliación de infraestructura de transporte, y en equipo utilizado en el sector energético. Lo 

anterior es así, pues del estudio laxo de las causas por lo que lo hizo se encuentra 

razonablemente justificado, pues en uso de su facultad establecida en los artículos 25, 26 y 

28 de la Constitución General, decidió establecer de forma restringida por el tiempo y a 

ciertos sectores el beneficio fiscal de deducción inmediata de bienes nuevos de activo fijo, lo 

que demuestra que se trata de una justificación válida, a partir de la observación que hizo el 

órgano facultado para la creación, modificación y derogación de los estímulos fiscales, por 

tanto la diferenciación establecida en el artículo tercero, fracciones II, III y IV, de las 

Disposiciones de Vigencia Temporal del Decreto de Reformas a la Ley del Impuesto sobre 

la Renta, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, sí 

encuentra justificación constitucional que permite concluir que no vulnera el principio de 

equidad tributaria. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo en revisión 1251/2016. Propimex, S. de R.L. de C.V. y otras. 23 de agosto de 

2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 

Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 

Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. Ponente: 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.  

Amparo en revisión 21/2017. Urbanizaciones Marhec, S.A. de C.V. y otras. 30 de agosto de 

2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 

Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó 

con el sentido, pero con salvedades en las consideraciones. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo 

de Larrea. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Monserrat Cid Cabello.  

Amparo en revisión 365/2017. Distribuidora Liverpool, S.A. de C.V. y otras. 18 de octubre 

de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 



Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 

Hernández, quien votó con el sentido, pero contra consideraciones. Ponente: Norma Lucía 

Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui.  

Amparo en revisión 206/2017. Hella Automotive México, S.A. de C.V. 18 de octubre de 

2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 

Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 

Hernández, quien votó con el sentido, pero contra consideraciones. Ponente: José Ramón 

Cossío Díaz. Secretario: Néstor Rafael Salas Castillo.  

Amparo en revisión 696/2017. Cal Química Mexicana, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 

2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 

Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 

Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Alma Delia Virto Aguilar.  

Tesis de jurisprudencia 20/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 

en sesión privada de catorce de marzo de dos mil dieciocho. 

 
Ejecutorias  

Amparo en revisión 696/2017. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 26 de marzo de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 

 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=27700&Clase=DetalleTesisEjecutorias

